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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado, previo estudio, investigación y consideración, somete a este Honorable Cuerpo Legislativo el Primer Informe Parcial de la R. del S. 209, de la autoría de la senadora Rivera Lassén y el senador Bernabe Riefkohl, enmendada mediante la R. del S. 650, de la autoría de la senadora Rivera Lassén, con sus hallazgos y recomendaciones.
ALCANCE DE LA MEDIDA

Para ordenar a la Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico, realizar una investigación sobre la legislación relacionada a viabilizar el mandato constitucional de garantizar los derechos, libertades y principios esenciales de igualdad humana establecidos en la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y la Constitución de los Estados Unidos de América, así como descriminalizar cualesquiera sanciones penales que coarten manifestaciones públicas consumadas dentro de determinadas localidades del Estado y eliminar restricciones existentes en menoscabo de la libertad de prensa. Además, evaluará y recomendará legislación relacionada con los derechos humanos, el respeto a la diversidad y a la no exclusión, incluyendo las concernientes al cumplimiento de las políticas públicas establecidas por la Organización de las Naciones Unidas (ONU) sobre las normas y principios de derechos humanos.

ANÁLISIS DE LA MEDIDA

El Artículo II de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, contiene nuestra carta de derechos. El mismo enumera los siguientes derechos constitucionales:

Sección 1.- La dignidad del ser humano es inviolable. Todos los hombres son iguales ante la ley. No podrá establecerse discrimen alguno por motivo de raza, color, sexo, nacimiento, origen o condición social, ni ideas políticas las leyes como el sistema de instrucción pública encarnarán estos principios de esencial igualdad humana.

Sección 2.- Las leyes garantizarán la expresión de la voluntad del pueblo mediante el sufragio universal, igual, directo y secreto, y protegerán al ciudadano contra toda coacción en el ejercicio de la prerrogativa electoral.

Sección 3.- No se aprobará ley alguna relativa al establecimiento de cualquier religión ni se prohibirá el libre ejercicio del culto religioso. Habrá completa separación de la Iglesia y el Estado.

Sección 4.- No se aprobará ley alguna que restrinja la libertad de palabra o de prensa o el derecho del pueblo a reunirse en asamblea pacífica y a pedir al Gobierno la reparación de agravios.

Sección 5.- Toda persona tiene derecho a una educación que propenda al pleno desarrollo de su personalidad y al fortalecimiento del respeto de los derechos del hombre y de las libertades fundamentales. Habrá un sistema de instrucción pública el cual será libre y enteramente no sectario. La enseñanza será gratuita en la escuela primaria y secundaria y, hasta donde las facilidades del Estado lo permitan, se hará obligatoria para la escuela primaria. No se utilizará propiedad ni fondos públicos para el sostenimiento de escuelas o instituciones educativas que no sean las del Estado. Nada de lo contenido en esta disposición impedirá que el Estado pueda prestar a cualquier niño servicios no educativos establecidos por ley para protección o bienestar de la niñez.

Sección 6.- Las personas podrán asociarse y organizarse libremente para cualquier fin lícito, salvo en organizaciones militares o cuasi militares.

Sección 7.- Se reconoce como derecho fundamental del ser humano el derecho a la vida, a la libertad y al disfrute de la propiedad. No existirá la pena de muerte. Ninguna persona será privada de su libertad o propiedad sin debido proceso de ley, ni se negará a persona alguna en Puerto Rico la igual protección de las leyes. No se aprobarán leyes que menoscaben las obligaciones contractuales. Las leyes determinarán un mínimo de propiedad y pertenencias no sujetas a embargo.

Sección 8.- Toda persona tiene derecho a protección de ley contra ataques abusivos a su honra, a su reputación y a su vida privada o familiar.

Sección 9.- No se tomará o perjudicará la propiedad privada para uso público a no ser mediante el pago de una justa compensación y de acuerdo con la forma provista por ley. No se aprobará ley alguna autorizando a expropiar imprentas, maquinarias o material dedicados a publicaciones de cualquier índole. Los edificios donde se encuentren instaladas sólo podrán expropiarse previa declaración judicial de necesidad y utilidad públicas mediante procedimientos que fijará la Ley, y sólo podrán tomarse antes de la declaración judicial, cuando se provea para la publicación un local adecuado en el cual pueda instalarse y continuar operando por un tiempo razonable
Sección 10.- No se violará el derecho del pueblo a la protección de sus personas, casas, papeles y efectos contra registros, incautaciones y allanamientos irrazonables.

No se interceptará la comunicación telefónica.

Sólo se expedirán mandamientos autorizando registros, allanamientos o arrestos por autoridad judicial, y ello únicamente cuando exista causa probable apoyada en juramento o afirmación, describiendo particularmente el lugar a registrarse, y las personas a detenerse o las cosas a ocuparse.

Evidencia obtenida en violación de esta Sección será inadmisible en los tribunales.

Sección 11.- En todos los procesos criminales, el acusado disfrutará del derecho a un juicio rápido y público, a ser notificado de la naturaleza y causa de la acusación recibiendo copia de la misma, a carearse con los testigos, de cargo, a obtener la comparecencia compulsoria de testigos a su favor, a tener asistencia de abogado; y a gozar de la presunción de inocencia.

En los procesos por delito grave el acusado tendrá derecho a que su juicio se ventile ante un jurado imparcial compuesto por doce vecinos del Distrito, quienes podrán rendir veredicto por mayoría de votos en el cual deberán concurrir no menos de nueve.

Nadie será obligado a incriminarse mediante su propio testimonio y el silencio del acusado no podrá tenerse en cuenta ni comentarse en su contra.

Nadie será puesto en riesgo de ser castigado dos veces por el mismo delito.

Todo acusado tendrá derecho a quedar en libertad bajo fianza antes de mediar un fallo condenatorio.

La detención preventiva antes del juicio no excederá de seis meses. Las fianzas y las multas no serán excesivas. Nadie será encarcelado por deuda.

Sección 12.- No existirá la esclavitud, ni forma alguna de servidumbre involuntaria salvo la que pueda imponerse por causa de delito, previa sentencia condenatoria. No se impondrán castigos crueles e inusitados. La suspensión de los derechos civiles incluyendo el derecho al sufragio cesará al cumplir la pena impuesta.

No se aprobarán leyes «ex post jacto» ni proyectos para condenar sin celebración de juicio.

Sección 13.- El auto de «hábeas corpus» será concedido con rapidez y libre de costas. No se suspenderá el privilegio del auto de «hábeas corpus» a no ser que, en casos de rebelión, insurrección o invasión, así lo requiera la seguridad pública. Sólo la Asamblea Legislativa tendrá el poder de suspender el privilegio del auto de «hábeas corpus» y las leyes que regulan su concesión.

La autoridad militar estará siempre subordinada a la autoridad civil.

Sección 14.- No se conferirán títulos de nobleza ni otras dignidades hereditarias. Ningún funcionario o empleado del Estado Libre Asociado aceptará regalos, donativos, condecoraciones o cargos de ningún país o funcionario extranjero sin previa autorización de la Asamblea Legislativa.

Sección 15.- No se permitirá el empleo de menores de catorce años en cualquier ocupación perjudicial a la salud o a la moral, o que de alguna manera amenace la vida o integridad física.

No se permitirá el ingreso de un menor de dieciséis años en una cárcel o presidio.

Sección 16.- Se reconoce el derecho de todo trabajador a escoger libremente su ocupación y a renunciar a ella, a recibir igual paga por igual trabajo, a un salario mínimo razonable, a protección contra riesgos para su salud o integridad personal en su trabajo o empleo, y a una jornada ordinaria que no exceda de ocho horas de trabajo. Sólo podrá trabajarse en exceso de este límite diaria, mediante compensación extraordinaria que nunca será menor de una vez y media el tipo de salario ordinario, según se disponga por ley.

Sección 17.- Los trabajadores de empresas, negocios y patronos privados y de agencias o instrumentalidades del Gobierno que funcionen como empresas o negocios privados tendrán el derecho a organizarse y a negociar colectivamente con sus patronos por mediación de representantes de su propia y libre selección para promover su bienestar.

Sección 18.- A fin de asegurar el derecho a organizarse y a negociar colectivamente, los trabajadores de empresas, negocios y patronos privados y de agencias o instrumentalidades del Gobierno que funcionen como empresas o negocios privados tendrán, en sus relaciones directas con sus propios patronos, el derecho a la huelga, a establecer piquetes y a llevar a cabo otras actividades concertadas legales.

Nada de lo contenido en esta Sección menoscabará la facultad de la Asamblea Legislativa de aprobar leyes para casos de grave emergencia cuando estén claramente en peligro la salud o la seguridad públicas, o los servicios públicos esenciales.

Por su parte, la Sección 19 del referido Artículo II dispone:

La enumeración de derechos que antecede no se entenderá en forma restrictiva ni supone la exclusión de otros derechos pertenecientes al pueblo en una democracia, y no mencionados específicamente. Tampoco se entenderá como restrictiva de la facultad de la Asamblea Legislativa para probar leyes en protección de la vida, la salud y el bienestar del pueblo.
Es deber de esta Asamblea adaptar las protecciones de nuestro ordenamiento jurídico a la evolución de los derechos humanos a nivel internacional y a los cambios sociales, políticos y económicos de nuestro de Puerto Rico. 
Similarmente, las organizaciones internacionales de derechos humanos, tales como la Organización de las Naciones Unidas (“ONU”), la Conferencia de La Haya del Derecho Internacional Privado (“COHADIP”) y Amnistía Internacional, también ratifican o reconocen derechos como parte de sus funciones, con el propósito de ampliar y proveer mayores protecciones a las personas, al mismo tiempo que armonizan los cambios sociales, políticos y económicos alrededor del mundo.

Como parte de dicho proceso evolutivo, se ha reconocido que los derechos a la vivienda, a la propiedad colectiva e individual, a condiciones de plena igualdad ante la ley y los procesos judiciales individuales y el derecho humano a un medioambiente sano, se derivan del derecho a la vida, la libertad, la dignidad humana y la seguridad que existen en nuestro ordenamiento jurídico. Además, resulta evidente que, en esta era, el derecho el derecho al acceso al Internet, a los medios cibernéticos y a las telecomunicaciones (TICs) se encuentra atado intrínsicamente al ejercicio de otros derechos humanos y constitucionales, como la libertad de asociación y el acceso a la información. Al tratarse de derechos fundamentales y de alto rango constitucional, es necesario fomentar la creación, evolución y actualización de estos derechos e incorporarlos en nuestra jurisdicción.
Además, la Asamblea Legislativa tiene la prerrogativa de velar por el cumplimiento de la legislación vigente y atender situaciones de alto interés público, a través de sus poderes investigativos de las comisiones creadas por el Cuerpo.  Artículo III de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico; Peña Clos v. Cartagena Ortiz, 114 D.P.R. 576 (1983); Romero Barceló v. Hernández Agosto, 112 D.P.R. 407 (1984). 
Como parte de las facultades autorizadas por reglamento, esta Comisión llevó a cabo una Vista Pública bajo la jurisdicción la presente medida el 21 de julio de 2022, que comenzó a las 9:57 a.m. en el Salón de Audiencias María Martínez de Pérez Almiroty, con el fin de investigar la situación de la comunidad dominicana en Puerto Rico en cuanto a las disposiciones en la Reforma de la Policía, sobre el trato a las(os) inmigrantes por parte de la policía en sus intervenciones, el adiestramiento que reciben los(as) policías para la atención de las comunidades de inmigrantes, sobre la Oficina de Asuntos de la Comunidad y la tramitación de querellas en casos de violencia doméstica por parte de policías a sus parejas, entre otros asuntos relacionados. 
Además, la Comisión celebró una segunda Vista Pública el 17 de agosto de 2022, , que comenzó a las 9:52 a.m. en el Salón de Audiencias María Martínez de Pérez Almiroty, para investigar la situación del abuso policiaco en Puerto Rico, específicamente el incumplimiento en cuanto a las disposiciones en la Reforma de la Policía, sobre el trato a las(os) menores de edad por parte de la policía en sus intervenciones, el adiestramiento que reciben los(as) policías para la atención de los(as) menores y con personas con diversidad funcional, entre otros asuntos relacionados. 
HALLAZGOS
Primera Vista Pública
A la Vista Pública del 21 de julio de 2022, comparecieron el Departamento de Seguridad Pública, el Consulado Dominicano, la Unión Americana de Libertades Civiles, Capítulo de Puerto Rico (ALCU), Kilómetro Cero y el Comité Dominicano de Derechos Humanos de Puerto Rico, así como Karina Cross y Ramón Díaz para ofrecer sus testimonios personales.  

A. DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD PÚBLICA

El Departamento de Seguridad Pública se limitó, tanto en su memorial/ponencia como en sus intervenciones durante la Vista Pública a hacer referencia al contenido de la Sección 626 de la Orden General 600 (Intervención con Personas Extranjeras), la Sección 644 de la misma Orden General 600 (Investigación de Incidentes de Violencia Doméstica Involucrando a Empleados de la Policía de Puerto Rico), la Orden General 627 (Política y Procedimiento de Investigación Criminal de Incidentes de Violencia Doméstica) y el Reglamento de Personal de la Policía de Puerto Rico (Reglamento Número 4216 de 4 de mayo de 1981). No trajo estadísticas de brutalidad policiaca, ni de querellas presentadas contra miembros de la policía por violaciones a Derechos Humanos, ni cuántos miembros de la uniformada tomaron los adiestramientos requeridos por los Acuerdos de la Reforma de la Policía y los adiestramientos sobre las secciones 626 y 644 de la Orden General 600 y la Orden General 627. Tampoco indicó cada cuanto hay reuniones internas y con la comunidad para indagar en el cumplimiento con los Acuerdos de la Reforma de la Policía y las órdenes generales ya mencionadas. Sólo mencionaron una reunión con el Cónsul de la República Dominicana celebrada el 26 de mayo de 2021 y una presentación realizada en la Casa Dominicana en Santurce el 9 de julio de 2022. Además de su ponencia, la única información que produjo el DSP es un papel con estadísticas generales recientes de violencia doméstica. 

La Presidenta de la Comisión le solicitó al Departamento de Seguridad Pública que entregue en cinco (5) días la siguiente información:

1. Informes de todas las reuniones llevadas a cabo para dar seguimiento al cumplimiento a los Acuerdos de la Reforma de la Policía;

2. Estadísticas de brutalidad policiaca por región.

3. Los requisitos para poder dar adiestramientos de esta índole a la Policía;

4. Los prontuarios de los cursos ofrecidos por la Policía en cumplimiento con los Acuerdos de la Reforma;

5. Estadísticas de cumplimiento de los oficiales de la Policía con los adiestramientos requeridos en los Acuerdos de la Reforma;

6. Documentos que evidencien seguimientos a los consulados cumplan con orientar a sus ciudadanos sobre sus derechos y facilitar el acceso de estos las órdenes generales, acuerdos y reglamentos que los garantizan. 

7. Estadísticas de policías que han sido expulsados por el mal uso de su autoridad en los últimos diez (10) años.

8. Estadísticas de las querellas realizadas contra policías por violaciones a derechos civiles. 

B. CONSULADO DOMINICANO

El Vice-Cónsul de la República Dominicana, Julio Cruz, compareció a la Vista Pública de la Comisión sin preparar un memorial o ponencia ni traer ningún material escrito. Este indicó que no sabía que tenía que asistir a la vista y no preparó nada. Sólo indicó que tiene excelente comunicación con la Policía de Puerto Rico, que la respuesta de las autoridades para con los dominicanos que son residentes legales de Puerto Rico es buena. 

La Presidenta de la Comisión le solicitó al Consulado Dominicano que entregue en cinco (5) días un desglose de las llamadas recibidas por dicha entidad de personas o familiares de personas que han sido arrestados o han sufrido violaciones a sus derechos por parte de la Policía.

C. UNIÓN AMERICANA DE LIBERTADES CIVILES – CAPÍTULO DE PUERTO RICO
En su Memorial/Ponencia, la ACLU denunció el discrimen palpable que sufren las personas extranjeras e inmigrantes sin documentos en Puerto Rico, esto, a pesar de todas las protecciones que nuestro ordenamiento jurídico tiene contra este tipo de discrimen. Expresó que el Acuerdo de la Reforma de la Policía de Puerto Rico entró en vigor en julio de 2013 luego de las continuas denuncias de dicha organización en torno a brutalidad policiaca de dicho cuerpo. ACLU dejó de ser amigo de la corte en el proceso de la Reforma luego de que en el 2019 la Policía anunciara la utilización de oficiales correccionales no entrenados conforme a dicho Acuerdo como apoyo durante las protestas contra el entonces gobernador Ricardo Roselló. La ACLU planteó que de los seis (6) informes publicados por el Monitor Federal que comenzaron a publicarse en la Fase de Cumplimiento a partir del 29 de marzo de 2020, se desprende que, a pesar de la etapa de cumplimiento con la Reforma comenzó en el 2018, lo único que ha logrado es crear protocolos u órdenes para la conducta esperada de la Policía. No se han cumplido los objetivos de entrenamiento, supervisión y capacitación. En su ponencia, se incluyen citas de los referidos Informes y se desglosan una serie de denuncias de violaciones a derechos humanos y civiles hechas por el Comité Dominicano de Derechos Humanos en Puerto Rico. Expresan que los documentos solicitados en el día de hoy al Departamento de Seguridad Pública no se le han entregado ni siquiera al Monitor Federal de la Reforma. La ACLU indica que la meta de tener una policía verdaderamente comunitaria está muy lejos de alcanzarse. La ACLU espera que el Tribunal Federal realmente ejerza su brazo coercitivo sobre la Policía para lograr los objetivos de la Reforma

Por último, la ACLU expresa que el Departamento de Seguridad Pública fue copiado de otras jurisdicciones que no corresponden a la realidad puertorriqueña. Denuncia que el mismo se creó con el propósito de eludir la Reforma, ya que el Acuerdo se firmó con el Departamento de la Policía de Puerto Rico y el Departamento de Seguridad Pública no existía en ese momento. Los planes de acción que por obligación legal desarrolla para las manifestaciones, son confusos, no claros y no incluían escenarios completamente previsibles. Ya es costumbre el que la Policía, mediante sus acciones directas, provoquen un motín para justificar el uso de la fuerza. Esto apunta que hay planes de acción no oficiales que la Policía no entrega. 
La Presidenta de la Comisión le solicitó a la ACLU que entregue en cinco (5) días un segundo memorial con la información sobre el manejo de las querellas contra la policía por violaciones a derechos civiles. 

D. KILÓMETRO CERO
Kilómetro Cero, en su memorial/ponencia, denunció la impunidad con la que funciona el Negociado de la Policía y las policías municipales, la militarización de estos cuerpos represivos y la desproporción en sus asignaciones presupuestarias.  Su principal enfoque lo fue las muertes por uso de fuerza policial y el menoscabo del derecho al a protesta y participación en manifestaciones públicas. Sus principales reclamos son:

1. Investigaciones administrativas de agentes de seguridad pública por una entidad civil;

2. Investigaciones criminales de agentes de seguridad pública por una fiscalía especializada;

3. Radicación de cargos criminales contra agentes por uso de la fuerza, violación de garantías constitucionales y ejecución de castigos ilegales;

4. Reducción significativa de los roles actuales de la Policía y su presupuesto operacional;

5. Legislación que regule el uso de la fuerza de los agentes de seguridad pública;

6. Procesos rigurosos de supervisión de uso de la fuerza en la Policía de Puerto Rico a nivel interno;

7. Transparencia absoluta y acceso al a información documental y estadística y

8. Creación de un sistema de repuesta de emergencia que no envuelva automática y exclusivamente a la Policía.

9. Eliminación de la Unidad de Operaciones Tácticas. 

Destacaron que, en Puerto Rico, el 43% de las víctimas fatales de disparos con arma de reglamento de la Policía, no portaba un arma, en comparación, en Estados Unidos es el 16%.  Kilómetro Cero expresó en su ponencia que la Policía de Puerto Rico dirige su violencia letal de manera muy selectiva, perjudicando a los sectores socialmente desfavorecidos. Las personas que viven en vecindarios pobres y racialmente mixtos tienen la mayor tasa de mortalidad (4.8%) por el uso de fuerza policial. 


Por otro lado, durante su ponencia destacaron que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), organismo adscrito a la Organización de Estados Americanos (OEA), en su Informe Anual de la Relatoría Especial para la Liberta de Expresión del 2019, catalogó la situación relativa el derecho a la libertad de expresión en Puerto Rico como una de las más alarmantes del hemisferio. Desde el 2019, Kilómetro Cero ha documentado al menos 111 casos de intervenciones policiales de uso de fuerza violenta, discriminatoria o excesiva durante protestas o manifestaciones de expresión. Los agentes del orden público disparan a los y las manifestantes a quema ropa con balas de metal cubiertas de goma, les golpean con macanas, se les arresta masivamente sin causa, se les coloca en vehículo sin identificación y les amenazan de muerte. 
Ni en uno solo de los casos ha habido amonestación o medida disciplinaria ni cargos criminales en contra de los y las agentes por estas conductas. Por último, destacaron que es urgente la necesidad de eliminar la Unidad de Operaciones Tácticas o ver cómo se justifica su alto costo, cómo se desglosa su presupuesto y que rindan cuentas sobre el mismo. Expresaron que han hecho muchas solicitudes de información sobre dicho presupuesto y no se le contestaron. Destacaron que la reforma de la Policía de Puerto Rico es la única reforma policiaca que no contiene supervisión civil. 

La Presidenta de la Comisión le solicitó a Kilómetro Cero que entregue en cinco (5) días un segundo memorial con la información sobre el manejo de las querellas contra la policía por violaciones a derechos civiles. 
E. COMITÉ DOMINICANO DE DERECHOS HUMANOS DE PUERTO RICO

Para el Comité Dominicano de Derechos Humanos de Puerto Rico, la Policía de Puerto Rico fue creada con el objetivo de reprimir al pueblo y perseguir disidentes políticos. Señala como el mayor ejemplo de esta realidad, la Masacre de Ponce del 21 de marzo de 1937. Incluso, el mismo deponente, José Rodríguez, detalló varias instancias en las que ha sido perseguido y amedrentado por miembros de la uniformada. En su Memorial/Ponencia, el Comité expresa que eventos muy similares continúan dándose contra la comunidad dominicana, haciendo hincapié en las muertes de los dominicanos Rafael Herrera, Jairón Pínales, Franklin Cáceres Ozorio, Anewki Cross, Epifanio Abreu y Miguel Cáceres. Además, denuncian que, en el mes de enero de 2022, agentes de la FURA provocaron directamente que se virar una yola llena de inmigrantes dominicanos en alta mar y aún hay dos personas desaparecidas. En su opinión, lo único que hace la Policía es trabajar para adelantar sus propios intereses comerciales. El ambiente que permea en cuanto a la Policía es la total impunidad. 

Denuncian que, actualmente, la Policía de Puerto Rico nuevamente ha comenzado a actuar como agentes de inmigración, aunque una Orden General se los prohíbe expresamente. En los barrios donde predominan habitantes dominicanos, la Policía se dedican a dar altas multas de tránsito a los vehículos de los vecinos mientras no hacen nada para atajar la ola criminal que los aqueja, permitiendo robos y asaltos. Las querellas administrativas radicadas por los miembros de la comunidad dominicana contra los y las agentes de la Policía, siempre son archivadas sin ser atendidas. No existe ni siquiera un organismo apelativo operacional para revisar estas determinaciones. Además, indicaron que es alarmante que el 14% de las querellas de violencia doméstica sean contra miembros de la uniformada. 

El Comité entiende que la Policía de Puerto Rico es una institución en crisis con problemas profundos de liderazgo supervisión y politización que no permiten que la Reforma pueda ser exitosa. Los líderes de este cuerpo no tienen las bases administrativas básicas ni los conocimientos gerenciales para implementarla. La jerarquía cambia frecuentemente sin ninguna objetividad, es la primera en desacatar las políticas establecidas y siempre está altamente politizada. Los esfuerzos de la Reforma siempre son confrontados por numerosos políticos y oficiales superiores de la Policía.  Los informes que detallan el Incumplimiento de la Policía con el Acuerdo de la Reforma no tienen consecuencias de disciplina ni amonestamiento. El liderazgo de dicho cuerpo no parece estar interesado en los mismos. Sugieren que la única solución es poner a la Policía en sindicatura. 

Finalmente, el Comité denunció que el Consulado Dominicano funciona extraoficialmente como servicio secreto de la Policía e Inmigración. Les facilita la información de los dominicanos a todas las agencias. Existe una Ley en República Dominicana que le permite al Departamento Nacional de Investigación (DNI) de ese país entrar en otros países a perseguir a activistas dominicanos. En Puerto Rico, hay muchos de estos agentes que incluso han perseguido al deponente. Por último, recalcó que la administración de Pedro R. Pierluisi Urrutia sido la administración más racista que ha tenido Puerto Rico en mucho tiempo. 

F. KARINA CROSS
La Sra. Karina Cross es la hermana de Anewki Cross, joven dominicano asesinado por la policía de un tiro en la cabeza. La Sra. Cross elogió las cualidades de su hermano y narró la intervención policial que terminó con la muerte de este a manos de la Policía.  Destacó que, luego de matar a su hermano, el policía asesino dijo “un dominicano menos”. El policía responsable del asesinato de su hermano está cumpliendo cárcel, pero hasta el día de hoy, no ha habido reconocimiento de responsabilidad ni un gesto de contrición o reparación por parte de la Policía. Todo lo contrario, durante el juicio por la muerte de su hermano, los policías se volcaron en gestos de apoyo al asesino y le lanzaban miradas intimidades a la deponente. 

G. RAMÓN DÍAZ
El Sr. Ramón Díaz fue falsamente señalado como sospechoso de un doble asesinato para el cual se le citó al cuartel de la Policía. Rápidamente, este se comunicó con el Sr. José Rodríguez del Comité Dominicano de Derechos Humanos de Puerto Rico, para que le acompañara. Este expresó que cuando asistió al cuartel con el Sr. Rodríguez, se le indicó que todo había sido un error.  Está seguro de que, si no hubiera asistido a la entrevista acompañado del Sr. Rodríguez, estuviera cumpliendo cárcel por un doble asesinato que no cometió. Todavía no sabe por qué lo señalaron falsamente como sospechoso, pero si sabe que fue el Consulado Dominicano quien le dio toda su información y la de su familia a la Policía. Entiende que el caso aún no ha sido esclarecido. 
Segunda Vista Pública

A la Vista Pública del 17 de agosto de 2022, comparecieron el Comité Dominicano de Derechos Humanos de Puerto Rico, la Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico, Sheila Nevárez, madre de Javier A. Cordero Nevárez [víctima] para ofrecer su testimonio personal, leído por su hermana Sulhey  Nevárez, la Unión Americana de Libertades Civiles, Capítulo de Puerto Rico (ALCU), Elsa Avilés (madre de Anthony Maldonado Avilés [víctima]) para ofrecer su testimonio personal, testimonio personal de Ruth Jiménez (Madre de Jorge L. Polaco Nieves [víctima]), Mónica González y José Rodríguez (Madre y Padre de Christian Rodríguez González [víctima]) para ofrecer sus testimonios personales y Kilómetro Cero.

A. COMITÉ DOMINICANO DE DERECHOS HUMANOS DE PUERTO RICO

Para el Comité Dominicano de Derechos Humanos de Puerto Rico, denunció el uso desproporcionado de las armas de reglamento por parte de la Policía de Puerto Rico. Planteó que los más recientes casos de muertes de menores a manos de la Policía, denotan un claro desconocimiento por parte de los agentes del Protocolo de Apaciguamiento, desarrollado como parte del Acuerdo de la Reforma de la Policía. Manifestó su preocupación en que sea la misma Policía quien se auto investigue en este tipo de casos y lo relaciona directamente al hecho de que, en la mayoría de los casos, no se haya procesado criminalmente los agentes responsables e incluso estos hayan sido relevados de responsabilidad a nivel administrativo.  En su Memorial/Ponencia, el Comité expresa que eventos muy similares continúan dándose contra la comunidad dominicana. 

El Comité entiende que la Policía de Puerto Rico tiene una alta jerarquía que no está dispuesta a ser reformada y lleva nueve (9) años, saboteando desde adentro el Acuerdo de la Reforma de la Policía. Los gremios policiales tienen versiones encontradas sobre la participación de los y las agentes del orden público en el proceso de la Reforma. Sugieren que se cree una Comisión de la Sociedad Civil para trabajar y fiscalizar el uso de la fuerza, las relaciones con las comunidades y el área de cumplimiento de la Reforma de la Policía. 

B. COMISIÓN DE DERECHOS CIVILES DE PUERTO RICO

La Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico planteó que, a la luz del Art. 2.01 de la Ley del Departamento de Seguridad Pública de Puerto Rico, Ley Núm. 20 de 10 de abril de 2017, según enmendada, la Policía de Puerto Rico tiene la obligación de proteger a las personas ya la propiedad, mantener y conservar el orden público, observar y procurar la más absoluta protección de los derechos civiles del ciudadano, prevenir, descubrir, investigar y perseguir el delito y, dentro de la esfera de sus atribuciones, compeler obediencia a las leyes, ordenanzas municipales, y reglamentos que conforme a estas se promulguen. Expresó que, ante tan compleja e importante encomienda, dicho cuerpo debe tener y observar las políticas, los procedimientos y las practicas más apropiadas para asegurar que sus integrantes desempeñen sus funciones en todo momento de conformidad con las leyes y las Constituciones de Puerto Rico y la de los Estados Unidos; y así salvaguardar los derechos protegidos, bien por las constituciones como por las leyes, de todas las personas bajo su jurisdicción. Sin embargo, varios eventos de intervenciones indebidas, violaciones de derechos civiles, y muertes de personas a manos de agentes de la uniformada en el transcurso de sus labores, han traído cuestionamientos sobre el cumplimiento de la Policía con tan delicado deber. 
Los casos, han sido ampliamente documentados. Lo que se desconoce son los resultados de esos hechos y los mecanismos mediante los cuales la Policía revisa, repasa y reflexiona sabre los procesos de adiestramientos y los controles necesarios para que estas acciones no vuelvan a repetirse. Denuncian que, a inicios de este mes de agosto 2022, 7 agentes del orden público abrieron fuego, disparando en alrededor de 60 ocasiones, en contra de un joven de 16 años que presuntamente había hurtado un vehículo de motor. A Javier Cordero Nevárez le dispararon, preliminarmente se ha indicado que el joven recibió directamente 15 impactos de bala y murió en la escena. La Comisión recordó que, hace casi una década, surgieron señalamientos por parte del Departamento de Justicia de Estados Unidos sobre los procesos inadecuados de investigación de las querellas contra agentes de la uniformada.  La Comisión destaca que los señalamientos que se hicieron en el transcurso de la investigación del Departamento de Justicia Federal culminaron en la Reforma de la Policía que conocemos hoy y, aunque parecería que estamos en el mismo punto, Puerto Rico está en medio de una reforma policiaca que ya se acerca a una década. 


Durante la Vista Pública, la Comisión de Derechos Civiles indicó que sí participa del proceso de la Reforma y constantemente han hecho reclamos de transparencia. Su acuerdo colaborativo consiste en revisar los prontuarios de los cursos que se ofrecen en la Academia de la Policía, pero, tienen el problema constante de que la Policía no le comparte todos los currículos de dicha Academia, sólo algunos con los que les piden ayuda, interfiriendo con la función revisora de dicha entidad. Denunciaron que en la Academia no se planifica el proceso de aprendizaje ni se actualizan los métodos pedagógicos para adaptarlos a las recomendaciones de los estudios sobre el aprendizaje en adultos. Además, señalaron que ante la preocupación de que las policías municipales de Puerto Rico estén exentas de la Reforma, la Comisión se dio a la tarea de crear y ofrecer un curso para estos y estas agentes.  Incluso, le han ofrecido a siete (7) Secretarios de Educación un currículo de derechos humanos y nunca han aceptado implementarlo porque no quieren asumir responsabilidad. Por otra parte, informó que en Puerto Rico hay una Comisión o Panel Revisor de Muertes de Menores que entienden está inoperante desde el año 2019.

La Comisión destacó que, en el año 2010, la Orden Ejecutiva 2010-53, firmada por el entonces Gobernador Hon. Luis G. Fortuño, creó la Oficina del Monitor lndependiente de la Policía de Puerto Rico, adscrita a la Oficina de Gerencia y Presupuesto de Puerto Rico. A la Oficina del Monitor lndependiente se le confirieron facultades de monitorear, investigar, y evaluar todos los aspectos del funcionamiento de la Policía de Puerto Rico, entre ellos, la atención, investigación y disposición de querellas contra miembros de la Policía. Esto, con el fin de producir hallazgos y recomendaciones dirigidas a lograr un procedimiento responsable y transparente de manejo de querellas administrativas dentro de la Policía a de Puerto Rico. La Comisión de Derechos Civiles explicó que la Oficina del Monitor lndependiente trabajó en conjunto, en cooperación y colaboración con el entonces Superintendente de la Policía, para asegurar que dicho cuerpo protegiera a cabalidad los derechos civiles y actuase con transparencia y responsabilidad al atender las necesidades de nuestras comunidades. En aquella, ocasión esa Oficina produjo una serie de informes, revisiones y recomendaciones de diversos protocolos de la Policía, y evaluó el procedimiento utilizado en la tramitación e investigación de querellas administrativas de la Policía. 

Entre otras, la Oficina del Monitor lndependiente revisó e hizo varias recomendaciones al Reglamento para la tramitación e investigación de Querellas Administrativas. Dichas recomendaciones, fueron dirigidas a establecer el estándar de prueba necesario para considerar una querella como probada, para reducir los términos para concluir las investigaciones, establecer los términos para presentar una querella y requisitos de notificación a los agentes. Otra recomendación que hizo el Monitor lndependiente en su lnforme Público de la Oficina de/ Monitor lndependiente de la Policía de Puerto Rico, presentado en junio de 2011 fue la de mantener organismos independientes encargados de realizar investigaciones criminales por actuaciones de los miembros de la Policía de Puerto Rico. En aquella ocasión concluyó que es vital que los organismos independientes que investigan las actuaciones de la Policía a nivel criminal mantengan su total independencia. También recomendó que se mantuviese la independencia total del Negociado de lnvestigaciones Especiales y que se le asignasen mayores recurses para llevar a cabo las investigaciones por actuaciones de miembros de la Policía. También recomendó evaluar legislación para conceder autonomía a la Superintendencia Auxiliar de Responsabilidad Profesional, de manera que se pueda establecer un proceso de investigación de querellas administrativas ágil y transparente. 

La Comisión también destacó que la Unión Americana de Libertades Civiles, o "ACLU", por sus siglas en inglés, también recomendó la creación de un organismo de supervisión efectiva para monitorear su cuerpo policiaco coma lo sería un Panel Ciudadano. Este tipo de organismo supervisor de la Policía ha sido adoptado en otras jurisdicciones de las Estados Unidos en respuesta a incidentes de brutalidad policiaca para darle transparencia a las investigaciones de mal comportamiento par parte de oficiales del orden público, y para restablecer la confianza del público en general es su cuerpo policiaco.

Por otra parte, dicha entidad expresó que el Departamento de Justicia Federal de las Estados Unidos (en adelante "USDOJ") público un informe titualdo “Citizen Review of Police: Approaches & Implementation” que discute los diferentes modelos de paneles de supervisión policiaca ciudadana; sus características, ventajas e implementación. En su informe, el USDOJ plantea que, aunque que no hay un modelo único de un tipo de Panel Ciudadano para la supervisión de la Policía, la mayoría de los procedimientos de supervisión civil caen bajo de una de las siguientes categorías:

•
Tipo 1: El Panel Ciudadano para investigar alegaciones de mala conducta policiaca y hacer recomendaciones al Superintendente (hoy Comisionado) de la Policía.

•
Tipo 2: Oficiales de la Policía investigan las alegaciones de mala conducta policiaca y desarrollan los hallazgos; el panel ciudadano revisa esos hallazgos, y en base a ello, le hace recomendaciones al Superintendente de la Policía de si debe aceptarlos o rechazarlos.

•
Tipo 3: Querellantes pueden apelar los hallazgos hechos por la Policía a un panel ciudadano, donde se revisa el proceso y recomiendan al Superintendente de la Policía sus propios hallazgos.

•
Tipo 4: Un auditor investiga el proceso por el cual la Policía recibe e investiga querellas, y le informa al Departamento y al público en general sabre la minuciosidad y justicia del proceso.

La Comisión de Derechos Civiles de Puerto Rico, recomienda implementar en nuestra jurisdicción un modelo de panel ciudadano que se asemeje al Tipo 2, en cuanto a supervisar y revisar los hallazgos hechos por el Negociado de lnvestigaciones Especiales (NIE). Ello requeriría que el NIE fuese una agencia independiente, fuera del Departamento de Seguridad Pública. Bajo este modelo, continuaría a siendo una agencia pública la encargada de investigar y adjudicar las querellas de la ciudadanía en contra la Policía, y la función revisora del panel serviría para brindarle credibilidad y transparencia a los hallazgos. Indicaron que este tipo de panel ya existe en otras jurisdicciones, no tanto a nivel estatal, sino a nivel municipal o de condado, poniendo como ejemplo el Police-Civilian Internal Affairs Review Commission creado en Saint Paul, Minnesota, compuesta por cinco integrantes de la comunidad y dos oficiales de la Policía que reúnen mensualmente y revisan todas las querellas hechas por la ciudadanía que aleguen el uso excesivo de fuerza, discriminación, o el uso indebido de un arma de fuego. El Civilian Internal Affairs Review Commission revisa los hallazgos hechos por la Policía, pero también llega a sus propias determinaciones y luego le recomienda al Superintendente la acción a tomar, pero la decisión disciplinaria final siempre recae en el superintendente. 

La Comisión de Derechos Civiles denuncia que no ha pasado nada con ninguna de estas recomendaciones. Al contrario, se determinó adscribir al Negociado de Investigaciones Especiales al Departamento de Seguridad Pública. Sin embargo, resaltaron la importancia de informar a la ciudadanía sabre los foros y mecanismos procesales disponibles para investigar incidentes de alegado abuso policiaco, pues es la Policía de Puerto Rico, mediante la Superintendencia Auxiliar de Responsabilidad Profesional la que tiene, entre otras, la encomienda de investigar conducta impropia de sus miembros. Al igual que, tanto el Departamento de Justicia de Puerto Rico como el Departamento de Justicia del Gobierno Federal, operan una división investigativa de violaciones de derechos civiles. Desde la Comisión de Derechos Civiles también se investigan querellas sobre alegaciones de conducta inapropiada o por infracciones de derechos humanos por parte de la uniformada. El problema es que dicha Comisión no tiene facultad de adjudicar controversias y muy poco presupuesto. Enfatizan que la creación de un cuerpo investigative civil para atender las querellas de alegaciones abuso de la autoridad por agentes del orden público promovería, entre otros resultados, una mayor confianza de la ciudadanía de que sus denuncias serán atendidas adecuadamente. Además, promovería una conciencia más elevada entre los efectivos de seguridad pública de que responderán por actos inapropiados. La Comisión concluyó su ponencia afirmando que, a nueve (9) años de Reforma de la Policía, esta se encuentra igual o en peor lugar que cuando firmó el Acuerdo de esta y recalcando la importancia de que exista un panel de revisión ciudadana 

La Presidenta de la Comisión le solicitó a la Comisión de Derechos Civiles que entregue en cinco (5) días estadísticas de las querellas contra la policía por violaciones a derechos civiles presentadas ante dicha entidad desde el 2016 hasta el Presente. 

C. Sheila Nevárez, madre de Javier A. Cordero Nevárez [víctima], leído por su hermana SULHEY NEVÁREZ 
A través de una carta leída por su hermana, Sulhey Nevárez, Sheila Nevárez, madre del menor Javier A. Cordero Nevárez, relató el dolor de su familia ante la muerte de su hijo menor a manos de la Policía, exigió justicia y que los agentes involucrados respondan por sus actos. Descartó que los agentes actuaran en defensa propia. Todas las personas, aunque hayan cometido una falta, merecen un debido proceso, no ser matados de esta manera. No le dieron la oportunidad a su hijo de enfrentar el proceso, de ella a acompañarlo en el mismo, solo tomaron la decisión de matarlo.  Lo único que ha ocurrido es que la entrevistó el Departamento de Justicia. Reclama que se cree una organización independiente para investigar este tipo de casos. 
D. UNIÓN AMERICANA DE LIBERTADES CIVILES – CAPÍTULO DE PUERTO RICO
La Unión Americana de Libertades Civiles no presentó un Memorial o Ponencia escrita, pero, en su testimonio durante la Vista Pública, destacó que la Policía de Puerto Rico es un cuerpo militarizado desde su origen, diseñado para lidiar con los nacionalistas, y esto no ha cambiado hoy en día. Expresó que el Acuerdo de la Reforma de la Policía de Puerto Rico entró en vigor en julio de 2013, luego de las continuas denuncias de dicha organización en torno a brutalidad policiaca de dicho cuerpo. Tan sólo en el 2019, hubo 12 muertes violentas a manos Policía. 
Destacó el caso de Jorge Polaco, asesinado por siete (7) policías que le dejaron tirado en la Ave. Campo Rico, y el caso de Anthony Maldonado, que padecía de epilepsia y la Policía lo mató en medio de una crisis. De hecho, señalaron que hay un Protocolo para lidiar con personas en crisis que no fue seguido en ese caso ya que la Policía siempre va a la ofensiva en estas situaciones.  La ACLU catalogó el proceso de la Reforma de la Policía como un fracaso. La Policía hizo los protocolos, pero nadie ha sido adiestrado por lo que no tienen ningún efecto. 

Sobre el caso de Javier Cordero, la ACLU denunció las expresiones irresponsables del Comisionado de la Policía de Puerto Rico en el caso de Javier Cordero, recalcando que, para llegar a conclusiones, hay que primero hacer una investigación. Indicó que la escena no describe la versión dada por la Policía de lo que allí ocurrió. Incluso, la ACLU entiende que ni siquiera se ha presentado el Informe de Incidente del proceso que culminó con la muerte del joven a manos de la Policía. El día después de esta muerte, dos personas que dispararon activamente contra unos agentes de la Policía, a plena luz del día en una carretera, fueron apresados sin recibir agresión alguna. La diferencia estriba en que, en el caso de Javier, era de noche, no había posibles testigos ni nadie grabando. Solicitaron que sobre este caso se haga una Investigación Senatorial oficial.

Al pedírsele recomendaciones para investigar adecuadamente los casos de brutalidad policiaca, la ACLU expresó:

1. Adoptar un modelo que existe en Estados Unidos para situaciones con pacientes de salud mental en crisis donde lo que se envía es una Unidad Especializada de Salud Mental, aunque si tiene escolta policiaca;

2. Adoptar un modelo de Auditor Independiente de la Policía con un Panel Ciudadano que se está usando en New York, ya 
que un comité compuesto sólo por civiles puede investigar situaciones particulares, pero no todas las situaciones cotidianas, ya que el Gobierno no les responde. 

3. Plantean que en Miami los votantes lograron que se celebrar un referéndum sobre la creación de un panel de monitoreo de la Policía.

4. Sobre las cámaras corporales, indicó que las mismas pueden ser beneficiosas o lascivas. Beneficiosas si revelan la verdad en casos de brutalidad policiaca, y nocivas, si son utilizadas para carpetear manifestantes.  
La Presidenta de la Comisión le solicitó a la ACLU que entregue en cinco (5) días la Información sobre el modelo de Auditor Independiente de la Policía con Panel Ciudadano. 

E. Elsa Avilés (madre de Anthony Maldonado Avilés [víctima])

A través de una carta, Elsa Avilés, madre de Anthony Maldonado Avilés, víctima que resultó muerto en un incidente de violencia policiaca relató en la Vista Pública que tiene el recuerdo vivo del domingo, 17 de febrero de 2019. Ese día al salid de la iglesia al mediodía, su hijo estaba quejándose por un fuerte dolor en el pie ya que había sido operado hacia poco tiempo y se lo había lastimado. Comentó que su hijo sufría de epilepsia y que era corpulento. Ese día, tuvo uno de sus episodios y salió cojeando a la calle. Elsa relata que desesperada llamo al 911y a la Policía – como en ocasiones anteriores acostumbraba-. 

La policía llegó primero y posteriormente la ambulancia. La patrulla se estacionó frente a la casa bloqueando el portón de entrada. En ese momento su hijo, en medio del episodio, venia con un machete que guardaba como recuerdo de su abuelo. Elsa indica que é, en medio del episodio, no respondía a sus llamados y empezó a temblar. En ese momento empezó a bajar la marquesina de espaldas, soltó el machete y la policía comenzó a disparar desde el otro extremo de la calle hacia el portón. Elsa expresó entre lágrimas que por favor no dispararan que su hijo se encontraba pasando por un episodio de epilepsia.

Elsa continúo relatando su dolorosa experiencia y dijo que fueron muchos disparos y fue testigo de cuando su hijo se estrellé contra la puerta de una patrulla. Elsa salió a socorrerlo, uno de los policías le comenzó a disparar a ella. Ella conocía a uno de los agentes que se encontraban en la escena porque era de su mismo barrio, quien a su vez tenía conocimiento de que Anthony padecía de epilepsia. Cuando Elsa logró salir del balcón a socorrer a su hijo, el agente Pérez le indicó que fue un “taser” lo que había derribado a su hijo. Ella confiando en la versión del agente, entró a la casa a prepararle un bulto para el hospital. Al salir, un paramédico le indicó que el joven no tenía signos vitales. 
Elsa cuenta que no recuerda mucho tras ese momento, pues fue algo terrible. A Elsa la llevaron al hospital del pueblo y la sedaron, pero ella no recuerda. También la llevaron a fiscalía y poco a poco fue reaccionando sobre lo sucedido. Expresó que perdió a su hijo de forma trágica sin poder defenderse y sin saber que fue tiroteado inmisericordemente.
F. Mónica González y José Rodríguez (Madre y Padre de Christian Rodríguez González [víctima])

Mónica González y José Rodríguez, reclamaron justicia para su hijo Christian Rodríguez González, quien fue tiroteado por la Policía cuanto esta intervino con él debido a que conducía una motora sin tablilla. La madre y el padre de dicho menor narraron la pesadilla que viven desde la muerte de su hijo. Denunciaron que su hijo fue dejado morir por la Policía al no permitir que los vecinos le ofrecieran asistencia médica ni ofrecerle asistencia médica por parte de los agentes. También denunciaron que, debido a que su hijo no llevaba identificación, en Centro Médico no les permitieron entrar para ver si lograban identificarlo. 

G. KILÓMETRO CERO
Kilómetro Cero, en su memorial/ponencia, indicó que comparecía a la Vista Pública con tres propósitos: (1) para ofrecer información sobre las circunstancias de varias muertes de menores de edad para uso de fuerza policial; (2) para hacerle ver a esta Comisión y al país, que estos no son casos aislados, sino que son parte de un patrón sistemático de muertes de menores por parte de policías; y (3) para solicitar de esta Comisión que tome cursos de acción específicos.

La organización planteó que la ejecución del joven Javier Antonio Cordero fue motivo de consternación publica par la crudeza del incidente: un cuerpo de 16 años, acribillado a balazos en un carro. Fueron más de 60 ocasiones en que los agentes de la policía estatal le dispararon a un joven que no portaba armas de fuego y que se encontraba en una calle sin salida rodeado por policías. Sobre el caso, señaló, además:

1. La prontitud con la que el Comisionado de la Policía absolvió de responsabilidad a las policías que apretaron el gatillo al expresar públicamente que ellos respondieron al intento de ser arrollados, cuando apenas comenzaba una investigación administrativa. Ya el país conoce este patrón, igual que el utilizado par Romero Barceló cuando llamó héroes a los policías que ejecutaron a dos jóvenes en el Cerro Maravilla.

2. Tres días después de la ejecución, los agentes continuaban armados. Las armas con Las que ejecutaron al joven fueron entregadas, pero inmediatamente les proveyeron nuevas armas. Rearmados sin haber concluido la investigación administrativa y sin que los policías cooperaran con sus testimonios ante las autoridades del Negociado de lnvestigaciones Especiales, revela la práctica institucional de no tomar acciones preventivas ante la posibilidad de conducta criminal o negligente;

3. Los nombres de los agentes que participaron del incidente fueron informados al país por la labor periodística, pero el Negociado de la Policía todavía no ha divulgado las nombres y números de placa de estos agentes.

Además, llamaron la atención al asesinato del joven Christian José Rodríguez Gonzalez el pasado 15 de julio que entienden pasó algo desapercibido. El joven de 19 años recibió un disparo por la espalda por parte de efectivos de la Policía Municipal de San Juan mientras el conducía una motora. La persecución policial se inició porque la motora no llevaba tablilla. Al recibir el disparo, Christian cayo al pavimento. Un vecino del área grabo un video de más de 11 minutos donde se ve a Christian vivo. El vecino pidió hacerle un torniquete, pero las policías le negaron el acceso. Los agentes no proveyeron asistencia médica al joven convaleciente, y cuando finalmente fue transportado par una ambulancia, este murió. Los policías alegan que le dispararon a Christian José debido a que supuestamente intento agarrar el "arma" cuya punta visible llevaba en su mochila. El alegado rifle era un "airsoft", un arma que dispara pequeños perdigones plásticos para jugar entre equipos, pero eso la Policía no lo aclaró en ningún momento. Sobre este caso, resaltaron lo siguiente:

1. Los agentes que le dieron muerte pertenecen a la Policía Municipal de San Juan. Informan que los agentes de las policías municipales son responsables del 10% de las muertes par uso de fuerza policial en Puerto Rico;

2. Cuando se le entregaron a Kilometro Cera los informes de uso de fuerza por parte de la Policía Estatal, estos no incluyen ningún informe realizado por los cuerpos de Policías Municipales. Se preguntan si las policías municipales están exentas de llenar y hacer públicos los informes de uso de fuerza.

Continuaron planteando que, dos semanas después de la muerte de Christian, el 1 de agosto, agentes estatales casi matan a Ryan Aquino, de 20 arias, tras otra persecución policial que se suscitó par otra infracción administrativa contra un vehículo en el que viajaba Ryan junta a tres jóvenes, entre las edades de 15 y 20 años. Como es habitual, la Policía alega que hubo un intercambio de disparos. Sin embargo, la versión de la víctima es muy distinta. Según esta, la Policía comenzó a disparar desde su patrulla durante la persecución. Luego de que el vehículo perdiera el control y chocara, Aquino huyó corriendo. Cuando las policías lo encontraron, le dispararon en múltiples ocasiones a pesar de que el joven les repetía que estaba desarmado. 
Los disparos provocaron varios y heridas mayores al joven, que tuvo que ser atendido en condición crítica. Este además alega que, una vez bajo la custodia de las policías, estos le propinaron una golpiza en el piso. Según el parte de prensa de la Policía, una de las jóvenes había recibido "un impacto de bala en un muslo y otro en el área del estómago para lo que fue trasladado a un hospital" y su condición era "estable" Ninguno de los jóvenes portaba armas de fuego. Por último, expresaron que Obed García Beltrán, de 16 años, murió por tiros que impactaron su espalda y su costado, disparados por agentes de la Policía Estatal. Como era de esperar, los policías afirmaron que hubo un intercambio de disparos. Sin embargo, este joven no portaba armas de fuego.

 Kilómetro Cero solicitó que la Comisión tomara nota de los siguientes asuntos:

1. Es demasiado común que agentes policiales aleguen sentirse amenazados de muerte coma justificación para recurrir a la fuerza letal.

2. Ningún oficial del Negociado de la Policía se ha comunicado oficialmente con la familia de Christian para ofrecerle explicaciones sabre lo sucedido.

3. La familia asegura no haber sido entrevistada coma parte de alguna investigación.

4. Al momento, no tienen información de que el caso de Ryan Aquino se esté investigando en el Departamento de Justicia.

Durante la vista, Kilómetro Cero denunció un patrón sistemático de muertes por uso de fuerza policiaca que es desproporcionado, discriminatorio e injustificado. Según la organización, este patrón abusivo resulta todavía más severo en la población de menores de 21 años ya que han identificado 14 muertes desde el 2014 de jóvenes entre 15 y 20 años por uso de fuerza policial. Destacaron que prácticamente todos los años mueren uno o dos menores de edad por uso de fuerza policial. Sin embargo, desde el 2014 no se daban tres muertes de menores de edad en un solo año. Hay que destacar que esto ocurrió este año al 1 de agosto y todavía faltan 5 meses del año en curso.

La organización planteó que, a pesar de que el Negociado de la Policía tiene entre sus objetivos respetar la equidad, el patrón de muertes en menores de edad es altamente discriminatorio. Destacó que, a pesar de que la población que vive bajo el nivel de pobreza en Puerto Rico ronda el 44%, en los menores muertos por uso de fuerza policial el nivel de pobreza alcanza el 67%. Además, enfatizó que la población de menores de edad muertos par uso de fuerza policial que proviene de vecindarios predominantemente racializados es de 92%. En base a estas estadísticas, Kilómetro Cero concluye que los menores de edad muertos por acción policial provienen desproporcionadamente de comunidades pobres y racializadas. 
Denunciaron que, a diferencia de Estados Unidos, donde las tasas más altas de muertes par uso de fuerza policial se dan entre la población de adultos jóvenes, en Puerto Rico no existe un grupo de edad con más riesgo de morir a manos de la acción policial que el grupo de menores de edad (15-20 arias). La magnitud de las muertes par uso de fuerza policial entre menores de edad son alarmantemente similares en Puerto Rico y Estados Unidos con tasas de 7 y 7.8 respectivamente. Para las demás grupos-adultos jóvenes (21-39 años) y mayores de 40 años -- las tasas en Puerto Rico son la mitad de las correspondientes en EE. UU. En resumen, en cuanto a muertes de menores de edad se refiere, Puerto Rico exhibe patrones de violencia policial similares a las de EE. UU., que a su vez es considerada una anomalía mundial entre todos los países industrializados. Emplazaron al Secretario de Justicia, que les hace creer a las familias de las víctimas de brutalidad policiaca que habrá rendición de cuentas y cargos criminales contra los agentes responsables, pero nunca pasa nada. 

Kilómetro Cero, al igual que ACLU y decenas de otras organizaciones cívicas, reclaman:

10. Realizar una investigación senatorial oficial sobre las muertes y el despliegue inusitado de violencia policial contra menores de edad no armados, así como la respuesta investigativa de las agencias del ejecutivo, en virtud de la función fiscalizadora que la Constitución le asigna a la Asamblea Legislativa;

11. Investigaciones administrativas de agentes de seguridad pública por una entidad civil autónoma desvinculada de la Policía, con amplia participación ciudadana y peritaje técnico, coma ocurre en cientos de ciudades y países en todo el mundo.;

12. Investigaciones criminales de agentes de seguridad pública por una fiscalía especializada en delitos de funcionario/as de seguridad pública o una División de Derechos Civiles coma la que existió en el pasado en el Departamento de Justicia y ha sido desmantelada en los últimos años;

13. Radicación de cargos criminales contra agentes por uso de la fuerza, violación de garantías constitucionales y ejecución de castigos ilegales;

14. La preparación de legislación para garantizar el acceso a la información sobre este tipo de casos ya que es evidente que la Policía Municipal no está sujeta a los estándares impuestos a la Policía Estatal y que ambos cuerpos ocultan información al público y a los familiares de las víctimas. La referida legislación debe:

a. Requerir que las Policías Municipales rindan informes de uso de fuerza policial como lo hace la Policía Estatal, disponiendo que dichos informes serán públicos;

b. Exigir que todo cuerpo policial (municipal o estatal) tenga que ofrecer información al público y a familiares de las víctimas sobre incidentes graves de uso de fuerza en el plazo de veinticuatro (24) horas; 

c. Haga obligatorio divulgar los nombres y números de placas de los oficiales involucrados, ya que el pueblo tiene todo el derecho a saber que oficiales utilizan fuerza letal en contra de la ciudadanía. Señalaron que, hasta hace poco, la Policía divulgaba esta información.

d. Disponga que todo policía que participe de una intervención que resulte en la muerte de una persona, tenga que desarmarse, hasta que una investigación lo exima de responsabilidad.

Kilómetro Cero, cerró su memorial/ponencia indicando que hasta que no se garanticen condiciones y mecanismos dignos de rendición de cuentas para abordar la violencia del estado, nos será imposible construir nuestra aspiración de un Puerto Rico nuevo y democrático.
A modo de resumen, durante las Vista Públicas celebradas por la Comisión informante, se recibieron amplios testimonios detallando el patrón de incumplimiento por parte de la Policía de Puerto Rico con los Acuerdos de la Reforma de la Policía (firmados el 17 de julio de 2013).  De la misma forma, los testimonios denotan un patrón de brutalidad policiaca dirigida específicamente a las personas jóvenes, menores de edad y la comunidad dominicana en clara violación a los derechos constitucionales y civiles que nuestro ordenamiento jurídico diseñó para proteger a las personas que habitan en Puerto Rico. Los testimonios de los familiares de las víctimas letales de disparos con armas de reglamento de la Policía fueron contundentes y desgarradores. 
A pesar de que el Departamento de Seguridad Pública planteara que la protección a los derechos humanos se encuentra plasmadas claramente sus órdenes generales y sus subsecciones, lo cierto es que lo único que pudo evidenciar fue la existencia de estas. Ni siquiera pudo precisar cuántos agentes han sido adiestrados(as) en cuanto al contenido de las referidas órdenes generales. Por otro lado, las organizaciones de derechos humanos y civiles levantaron bandera a la Comisión informante sobre las continuas violaciones de la Policía de Puerto Rico al derecho a la libertad de expresión de la población que evidencian la necesidad de continuar la investigación ordenada bajo al R. del S. 209.
RECOMENDACIONES
De conformidad con la Sección 3 de la R. del S. 209, enmendada en virtud de la R. del S. 650, que dispone que la Comisión someterá al Senado de Puerto Rico un primer informe con sus hallazgos, conclusiones y aquellas recomendaciones que estime pertinentes, incluyendo las acciones legislativas y administrativas que deban adoptarse con relación al asunto objeto de esta investigación, en o antes del 14 de noviembre de 2022, esta Comisión rinde su Primer Informe Parcial con las siguientes recomendaciones: 
1. Esta Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales realizará una tercera Vista Pública relacionada a las intervenciones de la Policía de Puerto Rico que constituyen violaciones al derecho a la libertad de expresión;
2. Esta Comisión requerirá nuevamente que el Departamento de Seguridad Pública produzca la información solicitada durante la Vista Pública del 21 de julio de 2022, así como cualquier información adicional necesaria luego de los hallazgos de la Vista Pública del 17 de agosto de 2022;
3. Mantener la investigación encomendada abierta hasta completar la recopilación y análisis de la información solicitada, para estar en posición de rendir un informe final con las recomendaciones legislativas, administrativas o referidos, si aplicare.
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico, tienen a bien someter este Primer Informe Parcial sobre la Resolución del Senado 209.
Respetuosamente sometido, 

Hon. Ana I. Rivera Lassén

Presidenta
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